
función de autoridades reguladoras. Estas autorida-
des tienen que ser totalmente independientes de los
intereses del sector de la electricidad.

En el caso español, la vigente Ley núm. 54/1997, de
27 de noviembre, del sector eléctrico (en adelante,
LSE) (2), dedica su art. 3 a las competencias admi-
nistrativas, y asigna unas a la Administración General
del Estado y otras a las comunidades autónomas;
adicionalmente, hay que tener presente que, cuan-
do la LSE se refiere a la Administración General del Es-
tado está, obviamente, remitiendo a una organiza-
ción compleja, que incluye a órganos diversos, como
los Ministerios y, también, a organismos públicos, co-
mo la Comisión Nacional de Energía (en adelante,
CNE) (3).

La naturaleza, organización y competencias de la
CNE se encuentran recogidas en la DA 11ª Ley núm.
34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarbu-
ros (4). Debe advertirse, por último, que el elenco de

autoridades reguladoras es algo más amplio, pues
parece evidente que el Operador del Sistema Eléc-
trico (REE) tiene, también, determinadas competen-
cias reguladoras.

En este punto, alcanza cierta relevancia la inminen-
te aprobación de la Ley por la que se modifica la LSE
para adaptarla a lo dispuesto en la DE, cuyo proce-
dimiento parlamentario está ya muy avanzado (en
adelante, LA) (5); en esta ley se modifica, precisa-
mente, el art. 3 de la LSE para tratar de precisar, de
acuerdo con las exigencias de la DE, las respectivas
funciones de las diferentes autoridades reguladoras
españolas.

Las autoridades reguladoras deben encargarse, se-
gún la DE, como mínimo, de garantizar la ausencia
de discriminación, una auténtica competencia y un
funcionamiento eficaz del mercado. A estos efectos,
las autoridades reguladoras tienen que supervisar,
también, como mínimo, una serie de aspectos regu-

MERCADO E INSTITUCIONES: 
LAS RELACIONES AGENTES /

REGULADORES. 
Los «nuevos» poderes de las

comunidades autónomas españolas

El art. 23 de la Directiva 2003/54/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 26 de junio de
2003, sobre normas comunes para el mercado interior de la electricidad y por la que se de-
roga la Directiva 96/92/CE (en adelante, DE) (1), se consagra a las autoridades reguladoras,
y exige a los Estados miembros que designen uno o varios organismos competentes con la 
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latorios del sector eléctrico, que analizo en un epí-
grafe posterior.

LA TRANSPOSICIÓN DE LA DIRECTIVA 2003/54/CE 

Con carácter previo al análisis de las cuestiones que
la CNE habrá de supervisar, quiero llamar la atención
sobre el hecho que el precepto de la DE (y la corre-
lativa LA española) habla de supervisión. La elección
de ese término es jurídicamente relevante por cuatro
razones, entre otras posibles:

En primer lugar, porque el precepto no está deter-
minando que deben ser tales autoridades regulado-
ras quienes diseñen y aprueben las reglas a que han
de sujetarse los agentes que operan en el sector
eléctrico, sino que exige —según los casos— que su-
pervisen si las reglas aprobadas se acomodan a los
principios de la DE, o si los sujetos llamados a cumplir
esas reglas se ajustan, efectivamente, a ellas, o am-
bas cosas. 

En este sentido, el legislador español ha optado por
atribuir a la CNE todas las funciones de supervisión
que, de acuerdo con el art. 23 de la DE, deben tener
las autoridades reguladoras. En efecto, la LA introdu-
ce un nuevo apartado, el número 5, donde se esta-
blece que, sin perjuicio de las competencias atribui-
das a los diferentes órganos de Defensa de la
Competencia, la CNE, además de las funciones que
se le atribuyen en el apartado 3 de DA 11ª de la LH,
supervisará un conjunto de aspectos del sector eléc-
trico. Esas funciones de supervisión se atribuyen a la
CNE, además, con objeto de garantizar la ausencia
de discriminación, una auténtica competencia y un
funcionamiento eficaz del mercado. 

Nótese aquí que, en la descripción de esos tres ob-
jetivos, hay una coincidencia literal entre el art. 23 de
la DE y el futuro art. 3, 5, de la LSE (cuando la LA sea
aprobada). Pues bien, a pesar de que se atribuyen a
la CNE las funciones de supervisión sobre un amplio
número de aspectos, no puede inferirse de tal atri-
bución que correspondan a la CNE todas las posibles
competencias sobre esos aspectos, porque el orde-
namiento jurídico de la energía, en sus diversas leyes
y reglamentos, otorga competencias sobre esos te-
mas a otras instancias, bien a la Administración Ge-
neral del Estado, bien a las comunidades autóno-
mas.

En segundo lugar, porque, no obstante lo anterior, el
precepto no impide, obviamente, que la misma au-
toridad reguladora competente para aprobar unas
determinadas reglas supervise, ella misma, si y cómo
se cumplen esas reglas.

En tercer lugar, el empleo del término supervisión es
también relevante porque deja abierta la posibilidad
a la llamada autorregulación, es decir, la posibilidad

de que los propios agentes del mercado convengan
en unas determinadas reglas y las autoridades regu-
ladoras se ocupen de adverar la corrección, en tér-
minos regulatorios, de tales reglas y de supervisar,
también, si se cumplen o no (este es, por ejemplo, el
caso de los Códigos de Conducta, contemplados
tanto por la DE, como por la LA, en materia de se-
paración funcional).

En cuarto y último lugar, porque ni la DE, ni la LA ex-
presan qué contenido tiene la supervisión y, concre-
tamente, no expresan qué ulteriores competencias se
atribuyen a las autoridades reguladoras cuando, tras
el ejercicio de sus funciones supervisoras, detectan
que alguna de las reglas vigentes o alguno de los
comportamientos vulneran algunos de los principios
señalados. Para dar respuesta a esa cuestión habrá
que atender al resto del ordenamiento jurídico apli-
cable en materia de energía.

Cuestiones objeto de supervisión

Entrando ya en las cuestiones que, como mínimo,
han de supervisar las autoridades reguladoras, ex-
pongo a continuación los asuntos mencionados por
el art. 23 de la DE y por el nuevo apartado 5 del art.
3 de la LSE, de modo conjunto, los cuales se refieren,
en efecto, a los siguientes aspectos (así como en la
DE estas funciones de supervisión se atribuyen in ge-
nere a las autoridades reguladoras, en el caso espa-
ñol tales funciones de supervisión se atribuyen a la
CNE), además de a una función genérica de super-
visión del nivel de transparencia y de competencia.

a|— Supervisión de las normas de gestión y asignación
de capacidad de interconexión. En el caso español,
la gestión y asignación de las conexiones internacio-
nales corresponde en la actualidad a REE, aun cuan-
do no sea ella quien establece tales normas, sino el
Ministerio de Industria. En efecto, el art. 34, 2, letra e,
de la LSE establece que, entre las funciones del ope-
rador del sistema, se encuentra la de determinar la
capacidad de uso de las interconexiones internacio-
nales y establecer los programas de intercambio de
electricidad a corto plazo con los sistemas eléctricos
exteriores. Remite ese precepto, a su vez, al art. 13, 4,
de la LSE, donde se establece que los intercambios a
corto plazo que tengan por objeto el mantenimiento
de las condiciones de calidad y seguridad del sumi-
nistro de energía eléctrica en el sistema serán realiza-
dos por el operador del sistema (REE), en los términos,
eso sí, que reglamentariamente se establezcan. A su
vez, y una vez que la LA entre en vigor, la CNE debe-
rá supervisar la gestión y asignación de capacidad de
interconexión. Para la supervisión de las normas de
gestión y asignación de capacidad de interconexión,
la DE establece que habrá de hacerse consultando
con las autoridades reguladoras de los Estados miem-
bros con los que existan interconexiones. En el caso es-
pañol, esta cuestión afecta a Francia y Portugal (6).
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b|— Supervisión de todo mecanismo destinado a sol-
ventar la congestión de la capacidad en las redes
eléctricas nacionales. Esta cuestión está estrecha-
mente ligada a la planificación y, en ese sentido, la
LSE atribuye a la Administración General del Estado la
competencia para ejercer las facultades de planifi-
cación eléctrica en los términos establecidos en el
art. 4 de la LSE.

c|— Supervisión del tiempo utilizado por las empresas
de transporte y distribución en efectuar conexiones y
reparaciones.

d|— Supervisión de la publicación de información ade-
cuada por parte de los gestores de red de transpor-
te y distribución sobre las interconexiones, la utilización
de la red y la asignación de capacidades a las par-
tes interesadas (7). Adviértase, en punto al acceso a
las redes, que la LA procede a adaptar los plazos
máximos de resolución de una reclamación a lo dis-
puesto en el art. 23, 5 de la DE.

e|— Supervisión de la separación efectiva de las cuen-
tas, con objeto de evitar subvenciones cruzadas en-
tre actividades de generación, transporte, distribu-
ción y suministro.

f|— Supervisión de las condiciones y tarifas de conexión
aplicables a los nuevos productores de electricidad
(8).

g|— Supervisión de la medida en que los gestores de
redes de transporte y distribución están cumpliendo
sus funciones.

A estas funciones supervisoras, la LA añade dos más,
que atribuye, igualmente, a la CNE, una relativa a la
normativa y procedimientos relacionados con los
cambios de suministrador que se realicen, y la activi-
dad de la Oficina de Cambios de Suministrador, y
otra relativa al cumplimiento de las obligaciones de
información que sea proporcionada a los consumi-
dores acerca del origen de la energía que consu-
men, así como de los impactos ambientales de las
distintas fuentes de energía utilizadas (9). 

LAS REGULACIONES ESTATALES Y AUTONÓMICAS 

Se expone a continuación un análisis de las respecti-
vas funciones reguladoras del Estado y de las comu-
nidades autónomas, tras los recientes procesos de re-
forma estatutaria y, cuando acontezca, tras la
aprobación de la Ley de transposición de la Directi-
va 2003/54/CE.

Analizo en este epígrafe algunas recientes reformas
de varios estatutos de autonomía y, en particular, de
los estatutos de autonomía para Cataluña y Andalu-
cía (10), en la medida en que se contienen en ellos,
al menos aparentemente, formulaciones más am-

plias de las competencias autonómicas en materia
de energía. El cuadro se completa con un análisis del
significado que tiene la LA, en el contexto de las re-
formas estatutarias aludidas.

LAS COMPETENCIAS ESTATALES Y AUTONÓMICAS 

Amén de otros títulos competenciales relacionados
con la energía, existentes en la Constitución españo-
la, la norma suprema atribuye al Estado la compe-
tencia exclusiva sobre las bases del régimen minero
y energético (art. 149, 1, 25ª).

Por su parte, el art. 13 del estatuto de autonomía pa-
ra Andalucía, aprobado mediante Ley Orgánica
núm. 6/1981, de 20 de diciembre, establecía que la
comunidad autónoma de Andalucía tenía compe-
tencia exclusiva sobre un conjunto de materias, en-
tre las que se encontraban las siguientes:

«12. Recursos y aprovechamientos hidráulicos, ca-
nales y regadíos, cuando las aguas transcurran úni-
camente por Andalucía. Aguas subterráneas cuando
su aprovechamiento no afecte a otro territorio.

13. Aguas minerales y termales.

14. Instalaciones de producción, distribución y trans-
porte de energía, cuando este transporte no salga de
Andalucía y su aprovechamiento no afecte a otro
territorio».

Algo muy parecido se contenía en la Ley Orgánica
núm. 4/1979, de 18 de diciembre, del estatuto de au-
tonomía de Cataluña, en cuyo art. 9, 16 se estable-
cía que eran competencia de la Generalitat los apro-
vechamientos hidráulicos, canales y regadíos,
cuando las aguas discurran íntegramente dentro de
Cataluña; instalaciones de producción, distribución y
transporte de energía, cuando este transporte no sal-
ga de su territorio y su aprovechamiento no afecte a
otra provincia o comunidad autónoma; aguas mi-
nerales, termales y subterráneas». 

El estatuto catalán de 1979 añadía que «todo ello sin
perjuicio de lo establecido en el número 25 del apar-
tado 1 del art. 149 de la Constitución», algo que era
tanto un límite para la Generalitat, como un marco
para el despliegue de sus competencias de com-
plemento de la normativa básica. En efecto, ambos
Esatutos establecían que correspondía a la Junta de
Andalucía y a la Generalitat, «en el marco de la le-
gislación básica del Estado y, en su caso, en los tér-
minos que aquella legislación establezca, el desa-
rrollo legislativo y la ejecución del Régimen minero y
energético» (art. 10 del estatuto catalán y art. 15 del
estatuto andaluz).

De acuerdo con el art. 18, 1, 5º, del estatuto andaluz
de 1981, y del art. 12 del estatuto catalán de 1979,
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correspondía a ambas Comunidades, de acuerdo
con las bases y la ordenación de la actuación eco-
nómica general y la política monetaria del Estado y en
los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y
149, 1,11 y 13, de la Constitución, la competencia ex-
clusiva sobre un conjunto de materias, entre las que
se cuentan la industria, sin perjuicio de lo que deter-
minen las normas del Estado por razones de seguri-
dad, sanitarias o de interés militar, y las normas rela-
cionadas con las industrias que estén sujetas a la
legislación de minas, hidrocarburos y energía nuclear.

La distribución de competencias administrativas entre
el Estado y las CCAA en la Ley del Sector Eléctrico

En estas coordenadas constitucionales y estatutarias,
la Ley del sector eléctrico de 1997 determinó qué
competencias correspondían al Estado y qué com-
petencias correspondían a las CCAA en materia de
régimen jurídico del suministro de electricidad. En el
art. 3 de la LSE se atribuyen al Estado: Las facultades
de planificación eléctrica en los términos estableci-
dos en el artículo 4; el establecimiento de la retribu-
ción de la garantía de potencia y de las actividades
reguladas; la fijación del régimen económico de la
retribución de la producción de energía eléctrica en
régimen especial; la determinación de la estructura
de precios y, en su caso, mediante tarifa, del precio
del suministro de energía eléctrica; la determinación
del peaje correspondiente al uso de redes de trans-
porte y distribución, así como establecer los criterios
para el otorgamiento de garantías; el ejercicio de las
funciones de ordenación; la organización y funcio-
namiento del mercado de producción de electrici-
dad, así como la creación de otros mercados orga-
nizados de electricidad que puedan derivar de
aquél; la regulación de la gestión económica y téc-
nica del sistema; el establecimiento de la regulación
básica de la generación, del transporte, de la distri-
bución y de la comercialización; las sanciones, en el
ámbito de su competencia, por la comisión de las in-
fracciones, y el establecimiento de los requisitos mí-
nimos de calidad y seguridad que han de regir el su-
ministro de energía eléctrica.

Además, corresponde, asimismo, a la Administración
General del Estado, respecto de las instalaciones de
su competencia: La autorización de instalaciones
eléctricas cuando su aprovechamiento afecte a más
de una comunidad autónoma o el transporte y distri-
bución salga del ámbito territorial de una de ellas; la
impartición, en el ámbito de su competencia, de ins-
trucciones relativas a la ampliación, mejora y adap-
tación de las redes e instalaciones eléctricas de trans-
porte y distribución, en garantía de una adecuada
calidad y seguridad en el suministro de energía, con
un mínimo impacto ambienta; la inspección, en el
ámbito de su competencia, a través, en su caso, de
la CNE, y con la colaboración la comunidad autó-
noma donde se ubiquen las instalaciones, las condi-

ciones técnicas y, en su caso, económicas y el cum-
plimiento de las condiciones establecidas en las au-
torizaciones otorgadas; y la sanción, de acuerdo con
lo dispuesto en la LSE y las disposiciones que la de-
sarrollan, de las infracciones cometidas.

Por otra parte, corresponde a las comunidades au-
tónomas en el ámbito de sus respectivos estatutos: El
desarrollo legislativo y reglamentario y la ejecución de
la normativa básica del Estado en materia eléctrica;
la regulación del régimen de derechos de acometi-
das y de las actuaciones necesarias para atender los
requerimientos de suministro a los usuarios; la autori-
zación de las instalaciones eléctricas cuando su apro-
vechamiento no afecte a otras Comunidades o
cuando el transporte o la distribución no salga de su
ámbito territorial, así como ejercer las competencias
de inspección y sanción que afecten a dichas insta-
laciones (en todo caso, se entenderán incluidas las
autorizaciones de las instalaciones del régimen de
producción especial); la impartición de instrucciones
relativas a la ampliación, mejora y adaptación de las
redes e instalaciones eléctricas de transporte o distri-
bución de su competencia, para la adecuada pres-
tación del servicio; la inspección, en el ámbito de las
instalaciones de su competencia, de las condiciones
técnicas y, en su caso, económicas de las empresas
titulares de las instalaciones y el cumplimiento de las
condiciones establecidas en las autorizaciones otor-
gadas, y las sanciones, de acuerdo con la LSE, por la
comisión de las infracciones en el ámbito de su com-
petencia.

Las nuevas competencias energéticas en Cataluña 
y Andalucía 

Cataluña. El Proyecto de estatuto de autonomía pa-
ra Cataluña (11) aprobado por el Parlamento cata-
lán, contenía la siguiente previsión sobre energía (12):

«Artículo 133. Energía y minas.

1|— Corresponde a la Generalidad la competencia
compartida en materia de energía, de acuerdo con
los principios que establece la legislación básica es-
tatal sobre régimen energético y las reglas sobre re-
servas estratégicas. Esta competencia incluye en to-
do caso:

a) La regulación de las actividades de producción, al-
macenaje y transporte de energía, el otorgamiento
de las autorizaciones de las instalaciones que trans-
curran íntegramente por el territorio de Cataluña y el
ejercicio de las actividades de intervención, inspec-
ción y control de todas las instalaciones existentes en
Cataluña.

b) La regulación de la actividad de distribución de
energía que se lleve a cabo en Cataluña, el otorga-
miento de las autorizaciones de las instalaciones co-
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rrespondientes y el ejercicio de las actividades de in-
tervención, inspección y control de todas las instala-
ciones existentes en Cataluña.

c) El establecimiento de normas de calidad de los
servicios de suministro de energía.

d) El fomento y la gestión de las energías renovables
y de la eficiencia energética.

e) La regulación de la retribución de la actividad de
distribución y del régimen económico aplicable a la
dotación de nuevos suministros.

f) La designación del gestor de red de distribución
eléctrica.

2|— La Generalidad participa mediante la emisión de
un informe preceptivo en el procedimiento de otor-
gamiento de la autorización de las instalaciones de
producción y transporte de energía si estas superan
el territorio de Cataluña o si la energía se aprovecha
fuera de este territorio.

3|— La Generalidad participa en los organismos esta-
tales reguladores del sector energético y en la plani-
ficación de ámbito estatal que afecte al territorio de
Cataluña.

4|— Corresponde a la Generalidad la competencia
compartida sobre el régimen minero de acuerdo con
los principios de la legislación básica estatal en esta
materia. Esta competencia incluye, en todo caso, la
regulación y el régimen de intervención administrati-
va y control de las minas y los recursos mineros situa-
dos en Cataluña y de las actividades extractivas que
se lleven a cabo».

A este artículo 133 se presentaron varias enmiendas
(13), incluidas en la núm. 10, presentada por el Gru-
po socialista, que pidió lo siguiente:

■ En la primera frase del apartado 1 se propuso la su-
presión de las palabras «de acuerdo con los princi-
pios que establece la legislación básica estatal so-
bre régimen energético y las reglas sobre reservas
estratégicas»;

■ En el apartado 1, letra a (que hablaba, al final, «del
ejercicio de las actividades de intervención, inspec-
ción y control de todas las instalaciones existentes en
Cataluña»), la supresión de las palabras «interven-
ción» y «todas»;

■ En el apartado 1, letra a, inclusión de una referen-
cia del tipo «en los términos que determine la legis-
lación estatal», «respetando la legislación estatal» o
equivalentes o «respetando las competencias del Es-
tado» o similares (pudiendo incluir referencias a la le-
gislación estatal específica o incluso a los correspon-

dientes preceptos constitucionales que se erigen en
límite competencial de las comunidades autóno-
mas);

■ En el apartado 1, que habla del «establecimiento
de normas de calidad de los servicios de suministro
de energía», se propuso la adición de la expresión
«complementarias» tras la palabra «normas»;

■ En el apartado 1, supresión de la referencia a la
competencia para la regulación de la retribución de
la actividad de distribución y del régimen económi-
co aplicable a la dotación de nuevos suministros;

■ En el apartado 1, supresión de las referencia a la
competencia para la designación del gestor de red
de distribución eléctrica;

■ En la primera frase del apartado 4, se propuso la
supresión de las palabras «de acuerdo con los prin-
cipios de la legislación básica estatal en esta mate-
ria»;

■ La sustitución de la expresión «en los organismos es-
tatales reguladores» por «la regulación» y «del sector
energético» por el «sector de la energía» en el apar-
tado 3;

Estas enmiendas tuvieron la siguiente justificación:
«(…) La reforma de un estatuto de autonomía no
puede alterar la naturaleza y el régimen esencial de
distribución de las competencias entre el Estado y
las comunidades autónomas fijado por la Constitu-
ción. En consecuencia, valorando positivamente la
ampliación de atribuciones que refuerza el auto-
gobierno de Cataluña, así como el esfuerzo que se
ha realizado para resolver algunos problemas de
delimitación competencial que han sido puestos
de manifiesto por la doctrina y por la jurisprudencia
en estos años de desarrollo del Estado Autonómico,
se constata que, la gran extensión con que son tra-
tados los aspectos competenciales —con una aco-
tación de submaterias pormenorizada y muy am-
plia— da lugar a colisiones con las competencias
estatales establecidas en el artículo 149 de la Cons-
titución, esencialmente aquellas que tienen un
efecto transversal. Deben abordarse estas cuestio-
nes caso por caso y, para ello, distinguir los supues-
tos según sea necesario: suprimir, añadir o sustituir
algún término o frase. En todo caso, el Grupo Par-
lamentario Socialista está abierto a redacciones al-
ternativas a las que proponemos a continuación,
que conduzcan al resultado que se pretende, que
no es otro que adecuar el Título IV de la Propuesta
de Reforma del estatuto de autonomía de Catalu-
ña a los límites del orden constitucional de distribu-
ción de competencias».

El Grupo Popular, por su parte, propuso en la en-
mienda núm. 22 la supresión del Preámbulo del Pro-
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yecto de estatuto, pues de él se sigue un principio de
bilateralidad inconstitucional, que tiene se manifiesta,
entre otros muchos ejemplos, en un amplio elenco
de asuntos en los que el Estado deberá obtener el in-
forme determinante de la Generalidad para llevar a
cabo actuaciones de competencia estatal en Ca-
taluña, y pone el ejemplo de la autorización de ins-
talaciones de producción y transporte de energía del
art. 133 (afirma, además, que el art. 133 es un para-
digma del intervencionismo que transita todo el Pro-
yecto de estatuto).

En la enmienda núm. 70, el Grupo Popular proponía
una relación alternativa al Título relativo a las com-
petencias; en materia de energía, proponía, en con-
creto, un texto casi idéntico a lo que señala el nuevo
estatuto de autonomía para la Comunidad Valen-
ciana, que es el siguiente:

«Artículo 49. La Generalitat tiene competencia exclu-
siva sobre las siguientes materias: 16.ª Aprovecha-
mientos hidráulicos, canales y riegos, cuando las
aguas discurran íntegramente dentro del territorio de
la Comunitat Valenciana, instalaciones de produc-
ción, distribución y transporte de energía, siempre
que este transporte no salga de su territorio y su apro-
vechamiento no afecte a otra comunidad autóno-
ma; aguas minerales, termales y subterráneas. Todo
esto sin perjuicio de lo que establece el número 25
del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución Es-
pañola» (14). Para el Grupo Popular, el art. 133 altera
lo dispuesto en los artículos 128, 131, 138, 149.1.13,
149.1.18, 149.1.22, 149.1.23 y 149.1.25.

Las enmiendas núm. 24 y 70 del Grupo Popular fue-
ron rechazadas por la Ponencia Conjunta, y se incor-
poraron las enmiendas transaccionales a la enmien-
da núm. 10 del Grupo Parlamentario Socialista a
todos los artículos del Título IV, de manera que la re-
dacción del art. 133, establecida por el Informe de la
Ponencia, fue la siguiente (15):

«Artículo 133. Energía y minas.

1|— Corresponde a la Generalitat la competencia
compartida en materia de energía. Esta competen-
cia incluye en todo caso:

a) La regulación de las actividades de producción, al-
macenaje y transporte de energía, el otorgamiento
de las autorizaciones de las instalaciones que trans-
curran íntegramente por el territorio de Cataluña y, en
los términos previstos en la legislación estatal, el ejer-
cicio de las actividades de inspección y control de to-
das las instalaciones existentes en Cataluña.

b) La regulación de la actividad de distribución de
energía que se lleve a cabo en Cataluña, el otorga-
miento de las autorizaciones de las instalaciones co-
rrespondientes y el ejercicio de las actividades de ins-

pección y control de todas las instalaciones existen-
tes en Cataluña.

c) El desarrollo de las normas complementarias de
calidad de los servicios de suministro de energía.

d) El fomento y la gestión de las energías renovables
y de la eficiencia energética.

e) (suprimida.)

f) (suprimida.)

2|— La Generalitat participa mediante la emisión de un
informe previo en el procedimiento de otorgamiento
de la autorización de las instalaciones de produc-
ción y transporte de energía que superen el territorio
de Cataluña o cuando la energía sea objeto de
aprovechamiento fuera de este territorio.

3|— La Generalitat participa en la regulación y planifi-
cación de ámbito estatal del sector de la energía
que afecte al territorio de Cataluña.

4|— Corresponde a la Generalitat la competencia
compartida sobre el régimen minero. Esta compe-
tencia incluye, en todo caso, la regulación y el régi-
men de intervención administrativa y control de las
minas y los recursos mineros que estén situados en el
territorio de Cataluña y de las actividades extractivas
que se lleven a cabo».

CiU propuso, como voto particular al Informe de la Po-
nencia, suprimir la expresión «en los términos previstos
en la legislación estatal», en el art. 133, 1, letra a. ERC,
por su parte, propuso el mantenimiento de la pro-
puesta originaria del Proyecto, salvo lo derivado de la
enmienda número 10 del Grupo Parlamentario So-
cialista, que modifica la letra a) del apartado 1 del
art. 133 (16). El Dictamen de la Comisión Constitu-
cional recogió el voto particular de CiU (17), y, con
ese cambio, el texto quedó aprobado por el Con-
greso de los Diputados y remitido al Senado (18), don-
de el Grupo Popular reiteró, en la enmienda núm. 48,
sus propuestas de modificación de todo el Título IV, in-
cluyendo el art. 133 (19), sin que fueran presentadas
otras enmiendas a ese precepto, de forma que el
texto definitivo del Proyecto de Ley Orgánica de apro-
bación del estatuto de autonomía para Cataluña es
el siguiente:

«Artículo 133. Energía y minas.

1|— Corresponde a la Generalitat la competencia
compartida en materia de energía. Esta competen-
cia incluye en todo caso.

a) La regulación de las actividades de producción, al-
macenaje y transporte de energía, el otorgamiento
de las autorizaciones de las instalaciones que trans-
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curran íntegramente por el territorio de Cataluña y el
ejercicio de las actividades de inspección y control
de todas las instalaciones existentes en Cataluña.

b) La regulación de la actividad de distribución de
energía que se lleve a cabo en Cataluña, el otorga-
miento de las autorizaciones de las instalaciones co-
rrespondientes y el ejercicio de las actividades de ins-
pección y control de todas las instalaciones existentes
en Cataluña.

c) El desarrollo de las normas complementarias de
calidad de los servicios de suministro de energía.

d) El fomento y la gestión de las energías renovables
y de la eficiencia energética.

2|— La Generalitat participa mediante la emisión de un
informe previo en el procedimiento de otorgamiento
de la autorización de las instalaciones de produc-
ción y transporte de energía que superen el territorio
de Cataluña o cuando la energía sea objeto de
aprovechamiento fuera de este territorio.

3|— La Generalitat participa en la regulación y planifi-
cación de ámbito estatal del sector de la energía
que afecte al territorio de Cataluña.

4|— Corresponde a la Generalitat la competencia
compartida sobre el régimen minero. Esta compe-
tencia incluye, en todo caso, la regulación y el régi-
men de intervención administrativa y control de las
minas y los recursos mineros que estén situados en el
territorio de Cataluña y de las actividades extractivas
que se lleven a cabo».

Andalucía. En las propuestas presentadas del nuevo es-
tatuto de autonomía para Andalucía por los Grupo So-
cialista y Popular no se contenía ninguna nueva com-
petencia específica en materia de energía, si bien, en
el nuevo Título propuesto por los socialistas sobre Medio
Ambiente, se propugnaba que los poderes públicos
promoviesen las energías renovables, en línea con lo
también señalado por los populares. La propuesta an-
dalucista se limitaba a solicitar que se reforzasen las
competencias exclusivas en materia de energía.

El Grupo de Izquierda Unida-Los Verdes, detallaba al-
go más, al propugnar que se asumiesen expresa-
mente competencias sobre energía eléctrica e hi-
drocarburos, que habrían de comprender lo
siguiente: «Instalaciones eléctricas e hidrocarburos:
Facultad ejecutiva de autorización y control de las ins-
talaciones ubicadas en Andalucía, con indepen-
dencia del destino de su producción. Apostar por las
energías renovables para quebrar la dependencia
energética de Andalucía, en el marco de un mode-
lo de desarrollo sostenible». Estas propuestas se hi-
cieron a finales del mes de abril de 2005.

En el Informe elevado por la Ponencia para la reforma
del estatuto de autonomía para Andalucía, a la Comi-

sión de Desarrollo Estatutario (20), se contenía un pre-
cepto comprensivo de las competencias andaluzas en
materia de energía y minas, con el siguiente tenor:

«Artículo 47. Agua, energía y minas.

1|— En materia de aguas le corresponde a la comuni-
dad autónoma de Andalucía la competencia exclu-
siva sobre:

a) Recursos y aprovechamientos hidráulicos, canales
y regadíos, cuando las aguas transcurran por Anda-
lucía. Aguas subterráneas cuando su aprovecha-
miento no afecte a otro territorio.

b) Aguas minerales y termales.

c) la participación de los usuarios, la garantía del su-
ministro, la regulación parcelaria y las obras de riego.

2|— Corresponde a la comunidad autónoma de An-
dalucía, de acuerdo con las bases y la ordenación
de la actuación económica general y la política mo-
netaria del Estado, y en los términos de lo dispuesto
en los artículos 38, 131 y 149.1.11.ª y 13.ª de la Cons-
titución, la competencia sobre la participación en la
planificación y gestión hidrológica de aprovecha-
mientos hidráulicos intercomunitarios.

3|— Corresponde a la comunidad autónoma de An-
dalucía la competencia exclusiva sobre las siguien-
tes materias:

a) Instalaciones de producción, distribución y trans-
porte de energía, cuando este transporte no salga de
Andalucía y su aprovechamiento no afecte a otro
territorio, sin perjuicio de sus competencias generales
sobre industria y su participación en los organismos
estatales de planificación del sector energético.

b) Fomento y gestión de las energías renovables y de
la eficiencia energética

4|— Corresponde a la comunidad autónoma de An-
dalucía, de acuerdo con las bases y la ordenación
de la actuación económica general y la política mo-
netaria del Estado y en los términos de lo dispuesto en
los artículos 38, 131 y 149.1.11.ª y 13.ª de la Consti-
tución, la competencia sobre:

a) Energía y minas sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 149.1.25.ª de la Constitución

b) Regulación de actividades de producción, depó-
sito y transporte de energías así como su autorización
e inspección y control, estableciendo en su caso, las
normas de calidad de los servicios de suministro.

5|— Andalucía participará en los procedimientos de au-
torización de instalaciones de producción y transpor-
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te de energía y de redes de abastecimiento, así co-
mo en los procesos de designación del gestor de red.

6|— Corresponde a la comunidad autónoma, como
competencia compartida, la regulación y control de
las minas y de los recursos mineros, así como las ac-
tividades extractivas, y las relativas a las instalaciones
radiactivas de segunda y tercera categoría».

Se manifestaron a favor de este artículo los grupos So-
cialista, Izquierda Unida Los Verdes-Convocatoria por
Andalucía y Andalucista. No obstante, Izquierda Unida
Los Verdes-Convocatoria por Andalucía propone la in-
clusión en este artículo de una referencia a las faculta-
des de policía sobre el dominio público hidráulico, pro-
puesta a la que se suma el grupo andalucista. Izquierda
Unida Los Verdes-Convocatoria por Andalucía propone
igualmente incorporar las competencias sobre planifi-
cación, regulación, fomento y gestión de las energías
renovables. El grupo Socialista admite esta inclusión
siempre que se supedite a la competencia estatal so-
bre planificación general de la actividad económica.

El grupo popular de Andalucía se remitió a su propio
texto alternativo de este Título, muy próximo, en ma-
teria de energía, al nuevo estatuto de autonomía pa-
ra la Comunidad Valenciana (vid. supra).

En el estatuto finalmente aprobado por las Cortes
Generales, existe en el Capítulo II del Título I un lista-
do de competencias, en cuyo art. 48 se aborda la
materia de energía y minas (separadas ya ambas
cuestiones del agua), de la forma siguiente:

1|— «Corresponde a la comunidad autónoma de An-
dalucía la competencia compartida (el estatuto re-
mitido por el Parlamento andaluz a las Cortes (21)
decía «exclusiva» en lugar de «compartida») sobre las
siguientes materias:

a) Instalaciones de producción, distribución y trans-
porte de energía, cuando este transporte transcurra ín-
tegramente por el territorio de Andalucía y su aprove-
chamiento no afecte a otro territorio, sin perjuicio de
sus competencias generales sobre industria (el esta-
tuto finalmente aprobado añade, aquí, «y su partici-
pación en los organismos estatales de planificación
del sector energético»). Asimismo le corresponde el
otorgamiento de autorización de estas instalaciones.

b) Fomento y gestión de las energías renovables y de
la eficiencia energética.

2|— Corresponde a la comunidad autónoma de An-
dalucía, de acuerdo con las bases y la ordenación
de la actuación económica general y en los términos
de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y 149.1.11.ª y
13.ª de la Constitución, la competencia sobre:

a) Energía y minas sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 149.1.25.ª de la Constitución.

b) Regulación de actividades de producción, depó-
sito y transporte de energías, así como su autorización
e inspección y control, estableciendo, en su caso, las
normas de calidad de los servicios de suministro.

3|— La comunidad autónoma participará, mediante la
emisión de un informe previo, en los procedimientos
de autorización de instalaciones de producción y
transporte de energía y de redes de abastecimiento
que superen el territorio de Andalucía o cuando la
energía sea objeto de aprovechamiento fuera de
este territorio, así como en los procesos de designa-
ción del gestor de red (22).

4|— La Junta de Andalucía participa en la regulación
y planificación de ámbito estatal del sector de la
energía que afecte al territorio de Andalucía (23).

5|— Corresponde a la comunidad autónoma, como
competencia compartida, la regulación y control de
las minas y de los recursos mineros, así como las ac-
tividades extractivas, y las relativas a las instalaciones
radiactivas de segunda y tercera categoría».

La nueva distribución de competencias en la Ley 
de transposición de la Directiva 2003/54/CE 

La LA, además de sustituir el título del art. 3, que en la
actualidad reza «competencias administrativas», por
el título «competencias de las autoridades regulado-
ras», realiza algunos cambios, de relativa importan-
cia, en las respectivas competencias de la Adminis-
tración General de Estado y de las CCAA.

Así, por ejemplo, en materia de determinación de la
estructura de precios, se abandona la referencia a la
posibilidad de fijación de una tarifa de suministro, a
favor de una referencia a la fijación de la tarifa de úl-
timo recurso, como precio máximo al que podrán
acogerse los consumidores que reglamentariamen-
te se determine. En segundo lugar, ya no se atribuye
al Estado la competencia para crear otros mercados
organizados que puedan derivar del mercado de
producción de electricidad (sin que, lógicamente, se
atribuya tal cuestión a las CCAA). 

A las competencias existentes de la Administración
General del Estado, se añaden dos más: Determinar
los derechos y obligaciones de los sujetos relaciona-
dos con el suministro de energía eléctrica de último
recurso y aprobar por medio de Resolución del Se-
cretario General de Energía las reglas de mercado y
los procedimientos de operación de carácter instru-
mental y técnico necesarios para la gestión econó-
mica y técnica del sistema.

En materia de autorizaciones de instalaciones eléc-
tricas, hay algunos cambios en el modo de definir,
tanto la competencia estatal, como la autonómica.
En el caso de la Administración General del Estado,

>Ei364160



MERCADO E INSTITUCIONES: LAS RELACIONES AGENTES / REGULADORES...

la competencia en ese punto se extiende, en la ac-
tualidad, a la autorización de instalaciones eléctricas
cuando su aprovechamiento afecte a más de una
comunidad autónoma o el transporte y distribución
salga del ámbito territorial de una de ellas. El cambio
que introduce la LA estriba en la sustitución de una «y»
por una «o», de manera que donde el art. 3, 2, a, de
la LSE, dice «el transporte y distribución», dirá «el trans-
porte o distribución». Sin duda que el cambio contri-
buye a clarificar que la afección a otra comunidad
autónoma o a otro territorio, puede concurrir tanto en
el transporte como en la distribución, independiente-
mente una de otra. 

Correlativamente, la competencia autonómica se
define, ahora, de modo más amplio, no sólo porque
le corresponde, según la LA, autorizar todas las insta-
laciones eléctricas que no deban ser autorizadas por
la Administración General de Estado, sino que en su
competencia para autorizar han de entenderse in-
cluidas, también, todas las instalaciones insulares y
extrapeninsulares.

La LA atribuye tres nuevas funciones a las CCAA: De-
terminar en qué casos la extensión de las redes se
considera una extensión natural de la red de distri-
bución o se trata de una línea directa o una aco-
metida en aplicación de los criterios que establez-
ca el Gobierno; supervisar el cumplimiento de las
funciones de los gestores de las redes de distribución
en su respectivo territorio; ejercer estas funciones
con independencia de las competencias de la Ad-
ministración General del Estado (24), el fomento de
las energías renovables de régimen especial y de la
eficiencia energética en el territorio de su Comuni-
dad (25).

UNA VALORACIÓN DE LA DE REFORMA DE LOS
ESTATUTOS DESDE UNA PERSPECTIVA DE REGULACIÓN
ENERGÉTICA 

Los agentes del mercado eléctrico están hoy sujetos
a las potestades de regulación de varias instancias.
En esas circunstancias, se hace preciso definir con
gran claridad las competencias regulatorias que co-
rresponden a cada una de ellas, en aras de la im-
prescindible estabilidad y predictibilidad de la regu-
lación, y en aras, también, de la eficacia en la
actuación administrativa, con objeto de que los
agentes del mercado no se vean obstaculizados en
su actuación más allá de lo que el interés público re-
quiere. Preciso es, no obstante, reconocer, que el nú-
cleo de los poderes regulatorios permanece en ma-
nos de la Administración General del Estado, incluso
tras la reforma de los estatutos. A su vez, los poderes
regulatorios más cruciales siguen estando en manos
del Gobierno español, y no tanto en manos de la
CNE; en la medida de lo posible, lo deseable es ca-
minar hacia una progresiva atribución de las potes-

tades de regulación a una Agencia de regulación in-
dependiente. 

La LA atribuye poderes de supervisión a la CNE sobre
un determinado número de asuntos, pero debe criti-
carse que, en algunos casos, tales poderes de su-
pervisión ya estaban contemplados en la ley que atri-
buye las competencias a la CNE; en otros casos, se
atribuyen poderes de supervisión sin que, al mismo
tiempo, se le hayan conferido competencias a la
CNE sobre esos asuntos y, en otro tercer grupo de
asuntos, el poder de supervisión no parece ir acom-
pañado de poderes de coerción.

De alguna manera, gracias al ordenamiento jurídico
de la UE, el ordenamiento jurídico español de la ener-
gía ha evolucionado de tal manera que ha llegado
a ser evidente que el verdadero negocio y, por tan-
to, la verdadera liberalización, debe operar en el su-
ministro. Correlativamente, el ordenamiento jurídico
ha ido descubriendo, cada vez con mayor claridad,
qué actividades deben permanecer reguladas por el
poder público por constituir monopolios naturales, y,
consiguientemente, ha ido redefiniendo, un tanto, y
de modo paulatino, los poderes estatales y autonó-
micos, en atención a esa realidad económica.

En este punto, debe guardarse un equilibrio entre la
necesaria unidad del mercado, que alcanza hoy (o
debería alcanzar) dimensiones más amplias que la
española, con el respeto a los intereses regionales
que representan los gobiernos autonómicos; el mo-
nopolio natural es, en efecto, un monopolio con
efectos territoriales limitados, pero no debe olvidarse
que las infraestructuras territorialmente limitadas sir-
ven, sin embargo, de soporte, a un negocio —como
el suministro— que es y debe ser nacional y europeo. 
A la vista de las competencias que la LSE atribuyó al
Estado y a las comunidades autónomas, respectiva-
mente, en 1997, y a la vista de las reformas operadas
en los estatutos de Autonomía, en materia de ener-
gía, en los últimos tiempos, no puede decirse que el
art. 133 del estatuto de autonomía para Cataluña, ni
el art. 48 del estatuto de autonomía para Andalucía,
hayan ido mucho más allá de las competencias que,
en materia de energía, correspondían a ambas co-
munidades autónomas antes de las respectivas apro-
baciones estatutarias, de acuerdo con la Constitu-
ción española de 1978 y los estatutos de 1979 y 1981. 

Los nuevos estatutos de autonomía no han ido más
allá del marco competencial establecido inicial-
mente en la LSE, y, por tanto, las comunidades autó-
nomas van a tener, ahora, un número de compe-
tencias muy parecido al que ya tenían antes de la
reforma. Más bien, lo que ha ocurrido es que se ha
elevado a rango estatutario el conjunto de compe-
tencias que ya atribuían a las comunidades autóno-
mas las leyes energéticas aprobadas en los últimos
tiempos. 
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Si esto es así, surge la cuestión relativa a la oportuni-
dad de las reformas emprendidas y, sobre todo, sur-
ge la cuestión relativa a si la formulación tradicional
de la distribución de competencias entre el Estado y
las comunidades autónomas en materia de energía
(bases estatales + complemento autonómico), for-
mulación contenida tanto en la Constitución como
en los estatutos de autonomía iniciales, no era, aca-
so, la formulación óptima, pues goza de la flexibilidad
suficiente (para el Estado y para las comunidades
autónomas) y, a la vista de la evolución última del or-
denamiento energético infraconstitucional, propor-
ciona a las comunidades autónomas garantía sufi-
cientes de respeto a su autogobierno.

NOTAS 

(1) DO L 176, 15 de julio de 2003.
(2) BOE núm. 285, de 28 de noviembre de 1997. Ha sido modifi-

cada en varias ocasiones.
(3) Mencionada en la DA 10ª de la Ley núm. 6/1997, de 14 de abril

de 1997, de organización y funcionamiento de la Administra-
ción General del Estado, como Organismo Público especial.

(4) BOE núm. 241, de 8 de octubre de 1998. Ha sido modifica-
da, igualmente, en varias ocasiones.

(5) El texto tenido en cuenta, como versión última, en este trabajo,
es el remitido por el Congreso de los Diputados al Senado:
BOCG, Senado, núm. 92-a , de 30 de marzo de 2007.

(6) Futuro art. 3, 5, de la LSE, letra a. Vid., a ese respecto, la Or-
den ITC/4112/2005, de 30 de diciembre, por la que se esta-
blece el régimen aplicable para la realización de intercam-
bios intracomunitarios e internacionales de energía eléctrica,
desarrollada por la Resolución de 17 de marzo de 2006, de
la Secretaría General de Energía, por la que se aprueban los
Procedimientos de Operación 4.1 «Resolución de congestio-
nes en la interconexión Francia-España» y 3.1 «Programación
de la generación», y por la Resolución de 18 de mayo de
2006, de la Secretaría General de Energía, por la que se mo-
difica la de 17 de marzo de 2006, por la que se aprueban los
Procedimientos de Operación 4.1 «Resolución de congestio-
nes en la interconexión Francia-España» y 3.1 «Programación
de la Generación», en BOE de 31 de diciembre de 2005 y 22
de marzo y 19 de mayo de 2006, respectivamente. Vid. Tam-
bién, las Reglas de Asignación de Capacidad para la Inter-
conexión Francia-España (Reglas IFE), de abril de 2006, y en
aplicación desde el 1 de junio de 2006, disponibles en
www.ree.es. En cuanto a Portugal, y en el marco del MIBEL, vid.
la propuesta de gestión conjunta de la interconexión Portugal-
España, de 14 de marzo de 2006.

(7) La LA omite una aclaración de la DE, que dice así: «habida
cuenta de la necesidad de que la información no agregada
sea considerada confidencial a efectos comerciales».

(8) La DE añade lo siguiente: «a fin de garantizar que son objeti-
vas, transparentes y no discriminatorias, en particular toman-
do plenamente en consideración los costes y los beneficios
de las diversas tecnologías de fuentes de energía renovables,

generación distribuida y producción combinada de calor y
electricidad».

(9) Vid. la Orden ITC/1522/2007, de 24 de mayo, por la que se es-
tablece la regulación de la garantía del origen de la electri-
cidad procedente de fuentes de energía renovables y de co-
generación de alta eficiencia.

(10) Ley Orgánica núm. 6/2006, de 19 de julio, de reforma del es-
tatuto de autonomía de Cataluña (BOE núm. 172, de 20 de
julio de 2006) y Ley Orgánica núm. 2/2007, de 19 de marzo,
de reforma del estatuto de autonomía para Andalucía (BOE
núm. 68, de 28 de marzo de 2007)

(11) Por falta de espacio, no abordo aquí el debate en torno al art.
182 del estatuto de Cataluña, sobre designación de repre-
sentantes en los organismos económicos y sociales (inclu-
yendo la CNE), y DF 5ª

(12) BOCG, Congreso de los Diputados, Serie B (proposiciones de
Ley), núm. 210-1, de 21 de octubre de 2005.

(13) BOCG, Congreso de los Diputados Serie B, núm. 210-7 de 3
de enero de 2006 (Texto de las enmiendas) y BOCG, Congreso
de los Diputados, Serie B, núm. 210-10, de 3 de febrero de
2006 (Índice de enmiendas) 

(14) Este es el texto alternativo que el Grupo Popular propuso, igual-
mente, en la redacción de las competencias energéticas del
nuevo estatuto de autonomía para Andalucía.

(15) Informe de la Ponencia, en BOCG, Congreso de los Diputados,
Serie B, núm. 210-11, de 7 de marzo de 2006.

(16) Informe de la Ponencia, en BOCG, Congreso de los Diputados,
Serie B, núm. 210-11, de 7 de marzo de 2006.

(17) Dictamen de la Comisión, en BOCG, Congreso de los Dipu-
tados, Serie B, núm. 210-14, de 22 de marzo de 2006.

(18) BOCG, Congreso de los Diputados, Serie B, núm. 210-15 de 31
de marzo de 2006 y BOCG, Senado, Serie III B, núm. 12-a de
31 de marzo de 2006.

(19) BOCG, Senado, Serie III B, núm. 12-d de 24 de abril de 2006.
(20) Boletín Oficial, núm. 372, Séptima Legislatura, 7 de febrero de

2006.
(21) BOCG, Congreso de los Diputados, VIII Legislatura, Serie B (pro-

posiciones de Ley), 12 de mayo de 2006, núm. 246-1
(22) El texto remitido por el Parlamento andaluz a las Cortes, de-

cía así: «3. La comunidad autónoma emitirá informe en los
procedimientos de autorización de instalaciones de produc-
ción y transporte de energía y de redes de abastecimiento
que superen el territorio de Andalucía o cuando la energía sea
objeto de aprovechamiento fuera de este territorio».

(23) El texto remitido por el Parlamento andaluz a las Cortes, aña-
día, al final de este precepto, lo siguiente: «a través de los ór-
ganos y procedimientos multilaterales a que se refiere el apar-
tado 1 del artículo 221 de este estatuto».

(24) Vid. RD núm. 661/2007, de 25 de mayo, por el que se regula
la actividad de producción de energía eléctrica en régimen
especial (BOE núm. 126, de 26 de mayo de 2007).

(25) Vid. Ley núm. 10/2006, de 21 de diciembre, de Energías Re-
novables y Ahorro y Eficiencia Energética de la Región de
Murcia; Ley núm. 1/2007, de 15 de febrero, de fomento de las
Energías Renovables e Incentivación del Ahorro y Eficiencia
Energética en Castilla-La Mancha; y Ley núm. 2/2007, de 27
de marzo, de fomento de las energías renovables y del aho-
rro y eficiencia energética de Andalucía.
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